
TRIBUNAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE 

SINALOA 

 1 

    ACTUACIONES 

 

           EXP. NUM. 860/2016-II 

 

Los Mochis, Sinaloa. A 12 (doce) de diciembre de 2017 (dos mil 

diecisiete). 

 

VISTO para resolver el presente juicio de nulidad número 

860/2016-II, promovido por el ciudadano 

*********************, quien demandó al HONORABLE 

AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE AHOME, SINALOA, a la 

DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PUBLICA Y TRANSITO 

MUNICIPAL DEL HONORABLE AYUNTAMIENTO DE AHOME, 

SINALOA y al AGENTE DE POLICIA MUNICIPAL 

*********************, Agente de Tránsito Municipal 

adscrito a la citada Dirección, y;  

 

 

R E S U L T A N D O: 

 

1.- Que con fecha 17 (diecisiete) de marzo de 2016 (dos 

mil dieciséis), compareció ante esta Sala Regional Zona Norte del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, el 

ciudadano *********************, quien demando  al  

HONORABLE AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE AHOME, 

SINALOA, a la DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PUBLICA 

Y TRANSITO MUNICIPAL DEL HONORABLE AYUNTAMIENTO DE 

AHOME, SINALOA y al AGENTE DE POLICIA MUNICIPAL 

*********************, Agente de Tránsito Municipal 

adscrito a la citada Dirección, por la nulidad de la boleta de 

infracción (foto multa) con número de folio 

*********************** 

   

2.- En fecha 26 (veintiseis) de septiembre de 2016 (dos 

mil dieciséis), se tuvo por ADMITIDA la demanda, y por 

ofrecidas, recibidas y desahogadas en razón de su propia naturaleza, 

las pruebas ofrecidas por la parte actora consistentes en la 
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Documental Pública y Presunción Legal y Humana y se ordenó 

emplazar a las autoridades demandadas. 

 

3.- En fecha 30 (treinta) de marzo de 2017 (dos mil 

diecisiete), se tuvo por contestada la demanda, y por ofrecidas, 

recibidas y desahogadas en razón de su propia naturaleza, los 

medios de convicción ofertados por la demandada consistentes en 

Documental Publica, Presuncional Legal y Humana e 

Instrumental de Actuaciones. 

  

4.- Mediante Proveído dictado por esta Sala el día 28 

(veintiocho) de junio de 2017 (dos mil diecisiete) se declaró 

CERRADA LA INSTRUCCIÓN, quedando citado el juicio para oír 

resolución, y: 

 

C O N S I D E R A N D O: 

 

I.- Esta Sala es competente para conocer y resolver del presente 

Juicio, de conformidad con los artículos 2, 3, 13, fracción I, 22 y 23 

fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa; 25, 30, y 33 fracción I, 38 fracción XI, del Reglamento 

Interior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa.  

 

II.- Por lo que toca a las expresiones formuladas por la parte 

actora y las autoridades demandadas, a título de conceptos de 

nulidad, y excepciones y defensas respectivamente, este Juzgador 

omitirá su trascripción sin que por ello, de ser necesario deba 

pronunciarse a su estudio exhaustivo, al considerar que dicho actuar 

no constituye una omisión formal en la estructura de la presente 

sentencia acorde con lo preceptuado por el artículo 96 de la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, y que además, no 

representa fuente generadora de agravios a las partes del presente 

juicio. 

 

En su esencia, robustece lo anterior el contenido de la tesis 

jurisprudencial VI.2o. J/129, sustentada por el Segundo Tribunal 
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Colegiado del Sexto Circuito, publicada en el Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, abril de 1998, 

página 559, cuyo rubro y tenor literal es:   

 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A 

TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en 

su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no 

implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual 

sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la 

obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha 

omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le 

priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que 

estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la 

misma.” 

 

 

III.- Señalado lo anterior, acorde con lo establecido en la 

fracción I, del artículo 96, de la Ley de Justicia Administrativa para 

el Estado de Sinaloa, este Resolutor procede a la fijación del acto 

impugnado en el presente juicio, el cual lo constituye la boleta de 

infracción (foto multa) con número de folio 

********************, acto que le atribuye al HONORABLE 

AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE AHOME, SINALOA, a la 

DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PUBLICA Y TRANSITO 

MUNICIPAL DEL HONORABLE AYUNTAMIENTO DE AHOME, 

SINALOA y al AGENTE DE POLICIA MUNICIPAL 

*********************, Agente de Tránsito Municipal 

adscrito a la citada Dirección; siendo la pretensión procesal de la 

parte actora que se declare la nulidad de dicho acto impugnado por 

considerar que  contraviene a lo dispuesto por los artículos 14 y 16 

constitucionales, toda vez de que el acto impugnado carece de la 

debida fundamentación de existencia jurídica, competencia y 

facultades por materia y territorio. 

 

Al respecto la autoridad demandada en su escrito de 

contestación ,  argumenta que al elaborarse el acta de hechos, no se 

violenta ninguna garantía individual ni ninguno de sus derechos 

humanos, ni se transgrede lo estipulado en el sentido estricto de la 

interpretación que el legislador al crear y darles vida a los artículos 

14 y 16 constitucionales, pues en la boleta de infracción se establece 

con mucha precisión los fundamentos legales que fundan la causa 
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legal del procedimiento así como la motivación que tuvo la autoridad 

para formular la boleta de infracción y sancionar al infractor 

emitiendo las consideraciones de hecho que motivan la aplicación de 

los dispositivos legales asentados en el acto impugnado que le dan 

vida y legalidad al acto de autoridad.  

  

Precisado lo anterior y  con fundamento en lo establecido en el 

artículo 96 fracción II de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa, se procede al estudio de la causal de 

improcedencia hecha valer la autoridad demanda en el presente 

juicio,  en su escrito de contestación, mediante la cual argumenta  

que de conformidad con el artículo 93 fracción V, solicita el 

sobreseimiento del presente juicio, en virtud de que el acta de 

hechos impugnada, no violenta lo establecido en los artículos 14 y 

16 constitucionales, toda vez que del texto del acta se establece con 

mucha precisión  los fundamentos legales y la motivación que le dan 

vida y legalidad, al acta de hechos de referencia, por lo que debe 

sobreseerse.  

 

A juicio de este Resolutor el argumento expuesto por la 

autoridad promovente resulta improcedente, toda vez que realiza 

argumentos de fondo, mediante los cuales pretende denotar la 

legalidad del acto que fue señalado como impugnado, los cuales, no 

resultan impedimento para que este juzgador entre al estudio del 

acto impugnado, pues este Tribunal, únicamente puede sobreseer el 

juicio cuando se dé una de las causales señaladas en los artículos 

93 y 94 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa que a la letra señalan: 

 

LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE 

SINALOA 

CAPITULO XI 

DE LA IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO 

 

“ARTICULO 93. Será improcedente el juicio ante el Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo cuando se promueva en contra de 

actos: 

 

I. Que no sean competencia del Tribunal 

II. Que sean propios del Tribunal; 

III. Que sean o hayan sido materia de otro Juicio Contencioso 

Administrativo, promovido por el mismo actor, contra las 
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mismas autoridades, y por el propio acto impugnado, aún 

cuando se aleguen distintas violaciones; 

IV. Que hayan sido resueltos en un procedimiento 

jurisdiccional; 

V. Que no afecten los intereses del  demandante; 

VI. Consumados de manera irreparable; 

VII. En los que se encuentran en trámite algún recurso o medio 

ordinario de defensa; 

VIII. Que se hayan consentido expresa o tácitamente y, contra 

actos que deriven o sean consecuencia de otro consentido, 

entendiéndose por estos los actos contra los que no se 

promovió el juicio dentro de los términos de esta Ley. 

IX. Derogada; 

X. En los que hayan cesado los efectos legales o materiales o 

éstos no puedan surtirse, por haber dejado de existir el 

objeto o materia de los mismos; y,  

XI. En los que la improcedencia resulte de alguna otra 

disposición legal. 

 

Estas causales de improcedencia serán examinadas de oficio.” 

 

 

“ARTICULO 94. Procede el sobreseimiento del juicio cuando: 

 

I. El demandante se desista expresamente de la 

acción intentada; 

II. El actor fallezca durante el juicio, siempre que no 

se trate de derechos transmisibles; 

III. Sobrevenga o se advierta durante el juicio o al 

dictar sentencia, alguno de los casos de 

improcedencia a que se refiere el artículo anterior; 

          IV.     De las constancias de autos aparece claramente que 

no existe el acto impugnado.                                                  

IV.  Derogado; 

          VI.    La parte demandada haya satisfecho las necesidades 

del actor. 

 

El sobreseimiento no prejuzga sobre la responsabilidad en que 

haya incurrido la demandada.” 
 

 Luego entonces, al no encuadrar los argumentos expresados 

por la demandada, por los cuales considera que debe sobreseerse el 

presente juicio, en ninguno de los supuestos antes señalados, es 

indudable que la causal de improcedencia que aduce es 

improcedente.  

 

IV. Seguidamente, con sustento en lo establecido en el 

artículo 96 fracción III de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa, este Jurisdicente se pronuncia al estudio del 

segundo concepto de nulidad esgrimido por la parte actora en su 

demanda, en el que medularmente argumenta que de la boleta 

impugnada se desprende la falta de la firma autógrafa que proceda 

de manera directa y ejecutada físicamente del funcionario público 

que la emitió, por lo que no se puede verificar si se trata de la 
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autoridad competente actuando en el ejercicio de su potestad 

publica, por lo que considera contraviene lo dispuesto por los 

artículos 14 y 16 constitucionales, y en consecuencia, se actualiza la 

causa de anulación prevista en el numeral 97 fracción II de la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, ya que no se 

puede conocer si la boleta impugnada fue efectuada por el Agente 

de Policía adscrito a la Dirección General de Seguridad Pública y 

Tránsito Municipal del Honorable Ayuntamiento de Ahome, Sinaloa, 

toda vez que es el que mayor beneficio reporta al accionante. 

 

Lo anterior en apoyo al criterio aplicado por analogía 

contenido en la tesis Jurisprudencial P./J. 3/2005, publicada en la 

Página 5, del Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, 

en Materia Común, que reza lo siguiente:  

 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL 
ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE 

ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, 
PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE 

RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO 
POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A 
CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica 

para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de 
los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la 

materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación 
que determinen su concesión debe atender al principio de mayor 

beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten 
fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los 
que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá 

quedar al prudente arbitrio del órgano de control 
constitucional determinar la preeminencia en el estudio de 

los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia 
que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. 
Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el 

artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los 

ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración 
de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al 
conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera 

preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio 
jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que 

al final deberá ser declarado inconstitucional.  
 
Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la 

Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. 

Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique 
Sánchez Frías. 
 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy siete de 
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febrero en curso, aprobó, con el número 3/2005, la tesis 

jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de 
febrero de dos mil cinco.” 

 
*(Lo resaltado es de la Sala 

 

Al respecto la autoridad demandada en su escrito de 

contestación ,  argumenta que al elaborarse el acta de hechos, no se 

violenta ninguna garantía individual ni ninguno de sus derechos 

humanos, ni se transgrede lo estipulado en el sentido estricto de la 

interpretación que el legislador al crear y darles vida a los artículos 

14 y 16 constitucionales, pues en la boleta de infracción se establece 

con mucha precisión los fundamentos legales que fundan la causa 

legal del procedimiento así como la motivación que tuvo la autoridad 

para formular la boleta de infracción y sancionar al infractor 

emitiendo las consideraciones de hecho que motivan la aplicación de 

los dispositivos legales asentados en el acto impugnado que le dan 

vida y legalidad al acto de autoridad.  

 

Al respecto, éste Juzgador estima que resulta procedente el 

concepto de nulidad hecho valer por la parte actora en su escrito de 

demanda, acorde con los siguientes razonamientos lógico-jurídicos:  

 

El primer párrafo del artículo 16 Constitucional, establece: 

 

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, 

domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento 

escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal 

del procedimiento. 

 

De lo dispuesto en el precepto constitucional transcrito,  se 

desprende que la emisión de todo acto de molestia precisa de la 

concurrencia indispensable de tres requisitos mínimos, a saber: 1) 

que se exprese por escrito y contenga la  firma original o 

autógrafa del respectivo funcionario; 2) que provenga de autoridad 

competente; y, 3) que en los documentos escritos en los que se 

exprese, se funde y motive la causa legal del procedimiento; si bien 

es cierto que el artículo 16 constitucional no establece 

expresamente que las autoridades firmen su mandamientos 

autógrafamente, sí se desprende del citado artículo, al exigir que 
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exista un mandamiento escrito que funde y motive la causa legal 

del procedimiento, por lo que los mandamientos de autoridad deben 

ostentar la firma original, con el propósito de dar autenticidad y 

firmeza a la resolución así como aceptar la responsabilidad que 

deriva de la emisión del mandamiento, es decir, es la única forma 

en que la autoridad emitente acepta el contenido de la resolución 

con las consecuencias inherentes a ella y además es la única forma 

en que se proporciona seguridad al gobernado de que el firmante ha 

aceptado expresamente el contenido de la resolución y es 

responsable de la misma. 

 

Por tanto un acto de molestia como resulta ser la emisión de la 

boleta de infracción (foto multa), impugnada, que no contiene la 

firma autógrafa, cuya autenticidad se demuestra por la existencia 

regular sobre los documentos, de los sellos, firmas y otros signos 

exteriores, que en su caso, prevengan las leyes. De donde se 

desprende que la firma que en dichos documentos estampe la 

autoridad, debe ser siempre autógrafa y por ello carece de valor un 

documento  sin la  firma del original del documento relativo, es 

decir, no puede aceptarse que la firma se encuentre impresa o 

facsimilar, pues en estos casos no existe seguridad jurídica ni para 

el gobernante ni para el gobernado, de que la autoridad de manera 

expresa se ha responsabilizado de las consecuencias de la 

resolución, pues al firmar la autoridad emitente se responsabiliza 

del contenido, sea cual fuere la forma en que se escribió la 

resolución, en consecuencia carece de los requisitos de 

fundamentación y motivación consagrados en el artículo 16 

constitucional. 

 

Sirva a manera de apoyo al anterior razonamiento las 

siguientes tesis de jurisprudencia: 

 

Época: Octava Época  

Registro: 206419  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Núm. 56, Agosto de 1992  

Materia(s): Administrativa  

Tesis: 2a. /J. 2/92  
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Página: 15  

 

FIRMA FACSIMILAR. DOCUMENTOS PARA LA NOTIFICACION 

DE CREDITOS FISCALES. 

 

Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha establecido reiteradamente el criterio de que de 

conformidad con lo dispuesto por los artículos 14 y 16 de la 

Constitución General de la República, para que un 

mandamiento de autoridad esté fundado y motivado, debe 

constar en el documento la firma autógrafa del servidor 

público que lo expida y no un facsímil, por consiguiente, 

tratándose de un cobro fiscal, el documento que se entregue al 

causante para efectos de notificación debe contener la firma 

autógrafa, ya que ésta es un signo gráfico que da validez a los 

actos de autoridad, razón por la cual debe estimarse que no es 

válida la firma facsimilar que ostente el referido mandamiento de 

autoridad. 

 

Contradicción de tesis. Varios 16/90. Entre las sustentadas por el 

Primero y Segundo Tribunales Colegiados del Sexto Circuito. 21 de 

noviembre de 1991. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Carlos de 

Silva Nava. Ponente: Fausta Moreno Flores. Secretario: Víctor 

Hugo Mendoza Sánchez. 

 

Tesis de Jurisprudencia 2/92. aprobada por la Segunda Sala de 

este alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de junio de mil 

novecientos noventa y dos, por unanimidad de cinco votos de los 

señores ministros: Presidenta Fausta Moreno Flores, Atanasio 

González Martínez, Carlos de Silva Nava, Noé Castañón León y 

José Manuel Villagordoa Lozano. 

 

Nota: Por ejecutoria de fecha 13 de octubre de 2004, la Primera 

Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 130/2004-PS en 

que participó el presente criterio. 

 

 

Y la tesis aislada: 
 

 

Época: Octava Época  

Registro: 213481  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Tomo XIII, Febrero de 1994  

Materia(s): Común  

Tesis: II.2o.192 K  

Página: 325  

 

FIRMA FACSIMILAR. EL MANDAMIENTO DE AUTORIDAD EN 

QUE SE ESTAMPA CARECE DE LA DEBIDA FUNDAMENTACION 

Y MOTIVACION. 

 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 16 constitucional, nadie 

puede ser molestado en sus propiedades y posesiones sin 

mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive 

la causa legal del procedimiento. De aquí que, para que una 

determinación pueda considerarse un mandamiento de autoridad 

competente debe constar en un documento público debidamente 

fundado que, en los términos del artículo 129 del Código Federal 

de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria, sea expedido 

por un funcionario público en el ejercicio de sus funciones, cuya 

autenticidad "se demuestra por la existencia regular sobre los 

documentos, de los sellos, firmas y otros signos exteriores, que en 
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su caso, prevengan las leyes". De donde se desprende que la 

firma que en dichos documentos estampe la autoridad, debe 

ser siempre autógrafa y por ello carece de valor una copia 

facsimilar sin la firma del original del documento relativo. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 248/93. Antonia Ventolero Velázquez. 5 de 

enero de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Solís Solís. 

Secretario: Pablo Rabanal Arroyo. 

 

 

Ahora bien,  la demandada en el segundo párrafo de la hoja 4 

del  escrito de contestación,  mediante el cual aduce que si bien la 

firma que calza en la boleta de infracción impugnada no es 

autógrafa, señala que existen criterios emitidos por la Segunda Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que señalan que con el 

fin de simplificar y agilizar las comunicaciones de los actos jurídicos 

y de los procedimientos administrativos puede hacerse uso de los 

avances tecnológicos y que la firma del agente puede ser sustituida 

por la firma electrónica y que la misma tiene un valor jurídico 

equivalente, por lo que considera la boleta de infracción es válida, 

pues ── sigue diciendo ── no depende de la firma autógrafa de la 

autoridad emisora; sin embargo, contrario a lo esgrimido por la 

demandada, la boleta de infracción (foto multa) impugnada, si bien 

no calza la firma autógrafa de la autoridad emisora de la misma, no 

se puede considerar que la misma resulta valida, pues la 

jurisprudencia  identificada con el número de registro 2009663, con 

la cual trata de justificar su actuación, la cual fue emitida en agosto 

de 2015, por contradicción de tesis 364/2014, misma que se estima 

oportuno su reproducción a continuación: 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2009663  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 21, Agosto de 2015, Tomo I  

Materia(s): Constitucional, Administrativa  

Tesis: 2a. /J. 93/2015 (10a.)  

Página: 902  
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CÉDULA DE NOTIFICACIÓN DE LA SANCIÓN IMPUESTA POR 

INFRACCIÓN A LAS NORMAS DE TRÁNSITO DETECTADA POR 

MEDIOS ELECTRÓNICOS. LA FIRMA AUTÓGRAFA DEL AGENTE 

SUSCRIPTOR NO CONSTITUYE UN REQUISITO PARA SU 

VALIDEZ, AL PODERSE SUSTITUIR POR LA FIRMA 

ELECTRÓNICA CERTIFICADA (LEGISLACIONES DEL DISTRITO 

FEDERAL Y DEL ESTADO DE JALISCO). 

 

Si bien es cierto que el artículo 16 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos establece que todo acto de autoridad debe 

constar por escrito, ser emitido por autoridad competente y suscrito 

por el servidor público que lo expide, también lo es que acorde con 

los avances tecnológicos, a fin de simplificar y agilizar las 

comunicaciones en los actos jurídicos y procedimientos 

administrativos, en los ordenamientos legales de la materia en el 

Distrito Federal y en el Estado de Jalisco se faculta a las dependencias 

de gobierno para usar medios electrónicos, ópticos o de 

cualquier tecnología, como la firma electrónica certificada, que 

comprende un mensaje de datos vinculados entre sí, que 

permiten llegar a la certeza plena de que éstos corresponden 

al firmante. En esa medida, la firma autógrafa del agente suscriptor 

en la cédula de notificación de la sanción impuesta por infracción a 

las normas de tránsito, detectada por medios electrónicos, no 

constituye un requisito que deba satisfacerse para su validez, ya que 

puede sustituirse por la firma electrónica certificada, cuyo valor 

jurídico es equivalente. 

 

Contradicción de tesis 364/2014. Entre las sustentadas por los 

Tribunales Colegiados Segundo, Tercero y Cuarto del Tercer Circuito, 

y Cuarto del Primer Circuito, todos en Materia Administrativa. 3 de 

junio de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan N. 

Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 

Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita 

Beatriz Luna Ramos. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: José 

Fernando Franco González Salas. Secretario: Diego Alejandro Ramírez 

Velázquez. 

Tesis y criterios contendientes: 

Tesis I.4o.A.741 A, de rubro: "BOLETAS POR LAS QUE LOS 

ELEMENTOS DE LA POLICÍA PREVENTIVA DEL DISTRITO FEDERAL 

IMPONEN SANCIONES EN MATERIA DE TRÁNSITO. SI NO CONTIENEN 

LA FIRMA AUTÓGRAFA DE ÉSTOS, CARECEN DE VALIDEZ 

(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 17 DE FEBRERO DE 2010).", 

aprobada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 

del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, mayo de 2011, 

página 1041, 

Tesis III.2o.A.36 A (10a.), de rubro: "CÉDULA DE NOTIFICACIÓN DE 

LA INFRACCIÓN A LA LEY DE LOS SERVICIOS DE VIALIDAD, 

TRÁNSITO Y TRANSPORTE DEL ESTADO DE JALISCO, DETECTADA A 

TRAVÉS DE EQUIPOS O SISTEMAS TECNOLÓGICOS, DENOMINADA 

„FOTO INFRACCIÓN‟. CUMPLE CON LOS REQUISITOS PREVISTOS POR 

EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, AL ESTAMPARSE 

EN ELLA, CON EL USO DE LOS MEDIOS ELECTRÓNICOS, UNA FIRMA 

QUE OTORGA CERTEZA AL PARTICULAR SOBRE LA IDENTIDAD DEL 

EMISOR, CONTENER LA REPRODUCCIÓN DE LA FOTOGRAFÍA 

CAPTADA POR EL „CINEMÓMETRO DOPPLER‟, EL NÚMERO DE FOLIO Y 

EL SELLO DE LA DEPENDENCIA CORRESPONDIENTE.", aprobada por 

el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
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Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 3, mayo de 2013, página 

1750, 

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 

381/2012, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado 

en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo 

en revisión 296/2013. 

Tesis de jurisprudencia 93/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda 

Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del diecisiete de junio de 

dos mil quince. 

Esta tesis se publicó el viernes 7 de agosto de 2015 a las 14:26 horas 

en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera 

de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de agosto de 2015, para 

los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 

Plenario 19/2013. 

 

En ese orden de ideas, establece que  si bien los ordenamientos 

legales de la materia facultan a las dependencias de gobierno para 

hacer uso de los medios ópticos y tecnológicos, con el fin de 

simplificar y agilizar las comunicaciones en los actos jurídicos y con 

los precedentes administrativos, utilizando la firma electrónica,  

la cual otorga certeza al particular sobre la identidad del emisor. 

Así las cosas,  el Alto Tribunal al emitir la tesis transcrita,  llegó 

a la convicción de que la firma autógrafa de puño y letra del agente 

suscriptor en la cédula de notificación de la sanción impuesta por 

infringir normas de tránsito, detectada por medios electrónicos, 

como la denominada foto infracción, no constituye un requisito 

que deba satisfacerse, a fin de cumplir con el mandato del 

artículo 16 constitucional, ya que válidamente puede sustituirse 

por la firma electrónica certificada, cuyo valor jurídico es 

equivalente. 

Sin embargo, no pasa desapercibido para este Juzgador, que si 

bien señala que puede sustituirse la firma autógrafa con la firma 

electrónica certificada, también precisa que la firma electrónica 

certificada comprende un mensaje de datos vinculados entre sí, que 

permiten llegar a la certeza plena de que éstos corresponden al 

firmante; es decir, no debe entenderse esta como la 

reproducción digital de la imagen de una firma autógrafa o 

de sus rasgos, sino como un conjunto de datos debidamente 

certificados que, en forma electrónica, son vinculados o asociados a 
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un mensaje de datos y que corresponden inequívocamente al 

firmante. 

 

Sirva a manera de ilustración la siguiente tesis aislada: 

Época: Novena Época  

Registro: 162208  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  

Tomo XXXIII, Mayo de 2011  

Materia(s): Constitucional, Administrativa  

Tesis: I.4o.A.741 A  

Página: 1041  

 

BOLETAS POR LAS QUE LOS ELEMENTOS DE LA POLICÍA 

PREVENTIVA DEL DISTRITO FEDERAL IMPONEN SANCIONES 

EN MATERIA DE TRÁNSITO. SI NO CONTIENEN LA FIRMA 

AUTÓGRAFA DE ÉSTOS, CARECEN DE VALIDEZ (LEGISLACIÓN 

VIGENTE HASTA EL 17 DE FEBRERO DE 2010). 

La jurisprudencia del Poder Judicial de la Federación ha sido 

sistemática en establecer que únicamente la firma autógrafa imprime 

la expresión de la voluntad a toda promoción de un particular o acto 

de autoridad, al constituir la base o elemento de certeza para tener 

por cierta la manifestación de voluntad del emisor del documento; en 

este sentido, de los artículos 4o., fracción I y 38, fracción III, del 

Reglamento de Tránsito Metropolitano, este último vigente hasta el 

17 de febrero de 2010, se advierte que es un requisito expreso que 

las boletas por las que los elementos de la Policía Preventiva del 

Distrito Federal imponen sanciones en materia de tránsito, cuenten 

con la firma de éstos. Consecuentemente, si las indicadas 

boletas no contienen la firma autógrafa (de puño y letra) del 

agente que imponga la sanción, carecen de validez, al no 

permitir constatar la certeza de la información que en dicho 

formato digitalizado aparece, aun cuando tengan una rúbrica 

digitalizada, pues no obstante que el uso de la tecnología y los 

avances científicos permiten que las autoridades cuenten con mejores 

mecanismos para hacer cumplir los ordenamientos legales, ello no 

implica desatender la señalada obligación. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 170/2010. Jefe de Gobierno del Distrito Federal y 

otros. 25 de noviembre de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: 

Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Víctor Octavio Luna 

Escobedo. 

(lo resaltado es propio) 

 

Por lo anterior, al emitir la boleta de infracción (foto multa) 

impugnada, es evidente que se actualiza una violación al artículo 16 
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de nuestra Ley Fundamental, en relación con el numeral 97, 

fracción II, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa, debido a que la boleta de infracción (foto multa) 

impugnada, fue emitida sin la firma autógrafa  y sin la firma 

electrónica certificada del servidor público que la expidió, lo cual  es 

suficiente para considerar que el mandamiento no emana de 

autoridad competente y que carece de la debida fundamentación y 

motivación.  

 

En conclusión, al carecer el acto impugnado de los requisitos 

de formalidades esenciales que como acto de autoridad debe 

contener, de conformidad con artículo 16 constitucional, en virtud de 

que la demandada no fundó, ni motivó el acto impugnado, y en 

consecuencia no cumplió con el principio de legalidad y 

certeza jurídica establecido en el precepto constitucional antes 

citado, tal como quedo precisado en líneas anteriores de la presente 

resolución, tenemos entonces que se encuentra afectado de nulidad, 

por lo que se actualiza la hipótesis contenida en el numeral 97, 

fracción II, de la Ley de Justicia Administrativa que a la letra señala: 

 
LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO 

DE SINALOA 

 

“ARTÍCULO  97.  Se  declarará  que  un  acto  

administrativo  es  ilegal cuando se demuestre algunas de las 

siguientes causales: 

 

I.        (…) 

 

II. Omisión   o   incumplimiento   de   las   

formalidades   que legalmente  debe  revestir  el  

acto  impugnado  siempre  y cuando afecte las 

defensas del particular y trascienda al sentido del 

mismo; 

 (…)” 

  

 (Lo resaltado es propio)  
 

 Del precepto legal anterior se advierte que declarará que un 

acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguno de las 

causales contenidas en el, y una de ellas en la fracción II señala la 

omisión o incumplimiento de las formalidades que legalmente 

deben de revestir el acto impugnado, por lo que al actualizarse el 

supuesto de la fracción antes mencionada en el caso que nos 
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ocupa, tenemos que, el acto impugnado resulta Ilegal y, en 

consecuencia con fundamento en el precepto legal antes citado SE 

DECLARA LA NULIDAD DE LA BOLETA DE INFRACCION (FOTO 

MULTA) IMPUGNADA. 

 

 En diverso orden, la Sala estima necesario precisar que 

omitirá el estudio de los diversos conceptos de anulación expuestos 

por el accionante, en razón de que el analizado con anterioridad 

resultó suficiente para estimar fundada su pretensión, lo anterior 

encuentra apoyo en lo consagrado por la fracción III del artículo 96 

de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa. 

 

Resuelto lo anterior, este Juzgador advierte necesaria la 

siguiente precisión: Como queda de manifiesto de las constancias 

procesales que integran los presentes autos, en la especie nos 

encontramos ante lo que doctrinal y procesalmente se denomina 

como juicio impugnativo, al que como característica principal lo 

distingue que en su sentencia, de estimarse fundada la pretensión 

del demandante, se concretiza a nulificar el acto traído a juicio, sin 

constituir más derechos u obligaciones, y sin precisar efectos de la 

misma, salvo en los casos en que la emisión del acto o resolución 

controvertida se hubiere originado de una instancia elevada por 

aquel. En dicho contexto, la sentencia que nos ocupa, no obstante 

de declarar fundada la pretensión de la parte actora, no se encuadra 

dentro de las hipótesis previstas por el artículo 102 de la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, que a la letra 

señala:  

 

 

LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE 

SINALOA 

 

ARTÍCULO 102.-…La que favorezca a un particular o 

contenga una obligación de hacer o de condena, deberá 

comunicarse a la autoridad correspondiente previniéndola y 

conminándola a rendir un informe dentro de los quince días 

siguientes.  
 

 

La anterior consideración obedece a que, en criterio de la Sala, 

en el caso que nos ocupa no existe materia respecto de la cual 
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las autoridades demandadas hubieren de pronunciarse, si se 

atiende a que, como quedó expuesto, en esta resolución se ha 

concluido la ilegalidad del acto impugnado y por consiguiente su 

declaratoria de nulidad, en los términos de lo dispuesto por los 

artículos 95, fracción II, y 96, fracción VI, ambos dispositivos de la 

Legislación que norma a la materia.  

 

Conforme a lo anterior y atento a lo dispuesto por la fracción 

VI el artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado 

de Sinaloa, se;  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO.- Es fundada la pretensión aducida en el presente 

juicio por *********************, consecuentemente;  

 

SEGUNDO.- Se declara la nulidad de la boleta de infracción 

(foto multa) con número de folio *************************, 

emitida por  la DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PUBLICA Y 

TRÁNSITO MUNICIPAL DEL HONORABLE AYUNTAMIENTO DE 

AHOME, SINALOA. 

 

TERCERO.- Se hace del conocimiento de las partes del 

presente proceso, que en contra de la presente resolución es 

procedente el recurso de revisión previsto en los artículos 112, 113, 

113 Bis, 114 y 114 Bis de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa. 

 

  CUARTO.- Una vez que haya causado ejecutoria la presente 

sentencia en los términos del artículo 101 de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, en su oportunidad 

archívese el presente expediente como asunto total y 

definitivamente concluido.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
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Así lo proveyó y firmó EL CIUDADANO LICENCIADO JOSÉ 

CLEMENTE TORRES GERMAN, Magistrado Instructor de la Sala 

Regional Zona Norte del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Sinaloa, con residencia en esta ciudad; de conformidad 

con el Acuerdo número 04. S.O. 34/2009, dictado por la Sala 

Superior, en sesión Ordinaria número 34/2009 de fecha 16 

(dieciséis) de octubre del  año dos mil nueve; en unión de la 

Licenciada Diana Cecilia Heredia Rodríguez, Secretario de  

Acuerdos,  que actúa y da fe, con fundamento en los artículos 23 

fracción I y 26 fracciones I y V, ambos de Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, así como los artículos  33 

fracción I, 38 fracción V, XI,  del Reglamento Interior del Tribunal de  

Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa. 

 

*ELIMINADO. Corresponde a datos personales de las partes del juicio. 

Fundamento legal: Artículos 3 fracción XXVI, 149, 155 fracción III, 156 y 

165 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de Sinaloa, en relación con los numerales Trigésimo Octavo Fracción 

I, Quincuagésimo Segundo párrafo segundo, Quincuagésimo, tercero de los 

lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la 

información, así como la elaboración de versiones públicas.  

 

 

 

 


